JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Solidaridad. Subcontratación y delegación. Tareas de vigilancia y seguridad en una empresa gráfica. Rodríguez Miguel Angel c/General Security S.R.L. y Otro s/despido, C.N.A.T., Sala VII, 27/2/04.
En la Ciudad de Buenos Aires, a los 27 días del mes de febrero de 2004, para dictar sentencia en estos autos: “Rodríguez Miguel Angel c/General Security S.R.L. y Otro s/despido”, se procede a votar en el siguiente orden:

El Dr. Juan Andrés Ruíz Díaz dijo:

I. Del fallo de la Dra. Gassibe, que condena a dos coaccionados a abonar distintos rubros salariales e indemnizatorios, apelan ambas.

II. Agravios de la demandada General Security S.R.L., fs. 238/243:

a) Si bien comparto en lo conceptual lo dictaminado a f. 256 por el Sr. fiscal general ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Dr. Eduardo O. Alvarez, considero que en el caso no hay agravio orientado a fundar crear convicción de la asistencia de un perjuicio cabal, por lo que, atento ello y sobre todo tomando en cuenta las particularidades de la causa, cabe desestimar la apelación de dicha codemandada vertida en el pto. “a” del apart. I de la expresión de agravios que obra a fs. 238/243.

b) Dicha parte se agravia también porque la sentenciante aplicó la presunción establecida en el art. 57 de la L.C.T., atento encontrarse acreditado que se configuró el presupuesto de hecho que permitió cobre virtualidad la presunción establecida en dicha norma.

Considero que en este aspecto el recurso se encuentra desierto (art. 116 de la Ley 18.345), pues meramente evidencia la disconformidad de la recurrente con lo resuelto, toda vez que el apelante, como fundamento de su queja, se limita a argumentar que: “En este aspecto, el ‘aquo’ va más allá de la propia letra de la ley y ante el evidente disctracto laboral habido y/o asumido por ambas partes, presupone en contra –el silencio de mi representada– tergiversando así el verdadero espíritu de la normativa precitada”.

En ello se agota el fundamento del agravio de la demandada –del que he transcripto su parte pertinente en su totalidad a los efectos de aventar cualquier duda al respecto–, por lo que sugiero –reitero– se declare desierto (art. 116, L.O.) el recurso en este aspecto.

El apelante arguye “todo ello basado –como se reitera–, en lo manifestado por el Sr. perito contador (es decir en dichos no probados) ... y peor aún no se han siquiera analizado dichas pruebas al establecer el monto de condena, determinando una errónea aplicación del art. 55 de la L.C.T.”.

Al respecto no puedo menos que señalar que el apelante parece confundir el rol del experto contable y así alega como si sus dichos merecieran la misma valoración que los de las partes (art. 377 del C.P.C.C.N.), olvidando el rol de auxiliar de la justicia del perito y que la prueba principal (art. 457, C.P.C.C.N. y sigs.) es una de las admitidas en nuestro procedimiento, por lo que la valoración de la juez luce acertada.

En cuanto a la aplicación de la presunción establecida en el art. 55, R.C.T., lejos está de evidenciarse “errónea”, como el apelante la califica, sin siquiera intentar fundar su queja.

d) Se agravia también porque se la condena al pago de las indemnizaciones previstas en la L.N.E. y aduce que el actor no habría esperado los treinta días que prevé tal ley para considerarse despedido. Que por ello no podría ser acreedor a tales indemnizaciones.

Si bien es cierto que esta Sala –y en igual sentido otras que integran esta Cámara– tiene decidido que en general no es viable el reclamo de las indemnizaciones previstas en la ley de empleo cuando el trabajador disuelve el vínculo antes del cumplimiento del plazo de treinta días que prevé la misma ley para la regularización del vínculo (ver esta Sala en autos “López c/Saralegui s/despido”, Sentencia definitiva 26.136 del 18/12/95), no es menos cierto que en los casos en los que ha mediado injuria fundada en otros incumplimientos por parte del empleador, se ha decidido que el trabajador no está obligado a aguardar el plazo de treinta días para que la patronal cumpla –además– con la regularización formal del vínculo para obtener el resarcimiento específico del art. 8 relacionado con esta última causal (el Tribunal en autos “Zattera Delia c/Mardi s/despido”, Sentencia definitiva 26.860 del 24/4/96).

Ello porque no se le puede exigir al dependiente que mantenga en suspenso durante treinta días la ruptura del contrato de trabajo, para hacerse acreedor a las indemnizaciones establecidas en la Ley 24.013, pues el silencio guardado por la principal, evidenciaba su clara intención de no regularizar la relación laboral.

De lo expuesto concluyo que, dada las particularidades del presente caso, el accionante se encontraba jurídicamente legitimado para considerarse despedido y para percibir las indemnizaciones reclamadas con fundamento en la Ley 24.013.

La ausencia de reclamos por parte del actor, vigente la relación laboral, a la luz de lo normado en los arts. 58 y 260 de la Ley de Contrato de Trabajo no puede perjudicarlo (en igual sentido ver, de esta Sala, entre muchas otras, Sentencias definitivas 28.822, del 10/3/97 “Echegaray Luis Orlando c/Echilin Argentina S.A. s/indemnización por fallecimiento”; 28.845 del 23/9/97 “Rossi Viaña Carlos María c/I.S.S.B. Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/despido”; 30.837 del 5/6/98 “Varela Abelardo c/Casa Piot de González Angel Alberto s/despido”; 31.075 del 21/8/08 “Monge Gerardo Tomás c/Dinplast S.A. s/despido”; y 32.225 del 4/6/99, “Chias Graciela Isabel c/Resero S.A. s/despido”.

Tampoco puede admitirse, atento la natural hiposuficiencia del trabajador –inherente a su condición de dependiente de la principal–, que se pretenda convertirlo en una especie de “cómplice” o “coautor” de incumplimientos que sólo a la empleadora pueden achacarse, en una suerte de “socialización” de la culpa, que igualaría a la víctima con el autor, al perjudicado por el fraude con quien lo perpetra, diluyendo de tal manera la responsabilidad de la principal (ver de esta Sala, Sentencia definitiva 34.467 del 26/12/00, “Turzi Alberto c/Carlan S.A. s/despido” y Sentencia definitiva 34.670 del 9/3/01, “Rey Romo Enrique Alberto c/Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música (SADAIC) s/despido”.

La recurrente así mismo sostiene que no sería procedente la condena al pago de tales indemnizaciones porque la norma en ninguno de sus artículos impondría al empleador la obligación de “responder” la intimación del art. 11 “sino que simplemente se limita dicha norma a establecer el plazo dentro del cual el empleador deberá cumplimentar sus obligaciones”.

Más allá de si tal norma impone o no al empleador la obligación de responder a la intimación pertinente del actor, lo cierto es que, como el propio apelante admite, establece el plazo dentro del cual el empleador deberá cumplimentar su obligación de registrar correctamente a su trabajador. Obligación ésta que en momento alguno el apelante alega haber cumplido, lo que, a mi juicio, evidencia lo acertado de la decisión de la sentenciante.

f) El recurso se encuentra desierto (art. 116 ...) en cuanto se queja por la procedencia de la multa prevista en el art. 80, L.C.T., toda vez que no invoca prueba alguna que abone sus dichos.

III. Ambas apelantes se agravian por haber sido condenadas de manera solidaria.

No paso por alto la decisión del máximo Tribunal de la Nación en la causa “Rodríguez Juan R. c/Compañía Embotelladora Argentina”, invocada como precedente jurisprudencial favorable al pretendido argumento defensivo de las condenadas como eximente de responsabilidad, pero los hechos que este caso se debaten son muy diferentes.

En efecto, como señaló la Sra. juez de grado, el servicio de vigilancia y seguridad para las personas y los bienes de la empresa gráfica hace a la concreción de la actividad normal y específica, ya que una planta de producción de las características de la de propiedad de la codemandada, la magnitud de la misma, la cantidad de personas prestando tareas, móviles con materias primas, el personal propio y los proveedores, los controles de cargas y descargas, etc., tornan la actividad de control absolutamente inescindible de la actividad principal de la empresa para la concreción de su objeto social.

Del relato de las propias apelantes se evidencia que tales tareas no eran meramente accidentales sino esencialmente preventivas y permanentes. Sobre todo si se tiene en cuenta un dato o básico cual es el grado de peligrosidad y la gravedad que han adquirido los hechos delictivos como así también el grado de inseguridad con el que se debe convivir diariamente, como lo sabe cualquier ciudadano.

Todo lo que evidencia que las tareas de vigilancia resultan propias e imprescindibles para el cumplimiento del fin para el que fue creada Artes Gráficas Rioplatense S.A., por lo que –a mi juicio– resulta plenamente responsable en los términos del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo.

IV. La proporción en que se distribuyen las costas en grado no resulta ser sino el corolario lógico de la aplicación en la especie del principio general establecido en el art. 68 del C.P.C.C.N. y no encuentro en la causa mérito para aconsejar su modificación.

V. La demandada apela por altos los honorarios regulados por el sentenciante a la representación de la actora, y el perito contador, pero los mismos resultan equitativos, por lo que propicio su confirmación (Ley 21.839, Dto.-Ley 16.638/57 y art. 38 de la Ley 18.345).

En síntesis, propongo confirmar mi voto, sugiero que las costas de alzada sean impuestas a cargo de las apelantes (art. 68 del C.P.C.C.N.) y que se regulen honorarios a su representación y a la de la actora en el veinticinco por ciento (25%), veinticinco por ciento (25%) y treinta por ciento (30%), respectivamente, de lo que en definitiva y por las tareas cumplidas en la instancia anterior en favor de sus defendidos corresponde (art. 14 de la Ley 21.539).

La Dra. Estela Milagros Ferreiros dijo:

Por compartir los fundamentos, adhiero al voto que antecede.

El Dr. Néstro Miguel Rodríguez Brunengo:

No vota (art. 125, Ley 18.345).

Por lo que resulta del precedente acuerdo, 

EL TRIBUNAL
RESUELVE:

1. Confirmar el fallo de grado en todas sus partes.

2. Imponer las costas de alzada a cargo de las codemandadas.

3. Regular honorarios a sus representaciones y a la de la actora en el veinticinco por ciento (25%), veinticinco por ciento (25%) y treinta por ciento (30%), respectivamente, de lo que en definitiva y por las tareas cumplidas en la instancia anterior en favor de sus defendidos corresponda.

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Certifico que la presente es copia fiel de la sentencia original dictada en los autos respectivos.

Miguel Omar Pérez, secretario.

